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Fanamá, diceiséis (f 6) de oetubre de dos mil dieciocho (Z0f g).

VISTOS:

[-a Firma Forense Galindo Arias & Lóps2, actuando en nombre y representaeién

de la sociedad Empresa de Distrihueién Eléclrica chiriquí, s.A. (EDEe;h{[), ha

presentado Demanda Contencioso Administrativa de Flena Jurisdicciórx, para que

se declare nula, por ilegal, la Resolución At{ No. 10gg5-ELEc de 03 de marzo de

2017, proferida por Ia Autoridad Naoional de flos Seruicios Fúblicos, así como sr¡

acto eonfinnatorio y para que se hagan otras deelaraciones.

[-os hechos u ornisiones por los cuales la parte actora fundarnenta la presente

demanda son flos siguler¡tes:

o'... -frRlGÉSlMo PRltulERo: EDEGHI en acatamiento de [os
trámites y exigenc¡as probatorias prcv¡stos en fla
Resolución 3772 üuil.rp!¡ó coR formular oportunamenre
ante la ASEP sus solicitudes de ex¡menc¡a de
responsabilidad por fias flnterrupc¡ones en cil scnr¡e io
eléctrico ocurridas eR cü mcs de Septiembre de 20rt6,
aportando como pruebas los formuiarios que fueron
aprohados en sus respectivos Anexos B, c v ü, adcmás,
Ce otros formularios para el easo de que C lugar de !a
avería sc eneontrará a un tercero que sea testigo ocular
de flos hechos, totalizando aproximadamente DOS M[t
TRESGIENTOS vElNTIctNco (2,925) pruehas.
TREGÉSIMO SEGUNDO: Además delas pruebas descritas
en ef hecho anterior, EDECHE, para acreditar la oeurrenbia
dG condiciones atrrrosférieas como fuertes vientos y
tormentas, invoeadas como causales de interrupc¡ones,
presenté r¡n informe meteorológicon elaborado por eE

meteorólogo Carlos T'ejada, cn e[ cuafl se acreditaha
e ientíficamente la ocurrencia de esto$ fenómenos
elirnatológicos eri los días correspondicntes a! mes de
sept¡embre de 2016=
TRIGÉslmo TERGERO: Mlediante Resotucién AN Ño.
10750-ELEC de 12 de diciembre de 2016, la ASEP aprohó
!a consutta públiea Bara fla presentaelón, tramitacién,
evaluaeión y decisién de la cal¡ficacién de caso fortuito y
t-uerza ünayor como ex¡mentes de rcsponsabilidaq, €s
decir, para Ia modificación de la Resolueién gTtrZ 

V,
posteriormente, nnediante Resolucién AN No, 11799-ELEC

:
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de 27 de abril de 2017, se aprobó el nuevo procedimiento,
et cuat g1_tpráa regir a pariir de I de jutio üe 2017.
TRrcÉsrMo cuAñTo:' La principái 

-.oa¡n"""ión 
al

procedimiento aprobado por É Resórución AN No. rrr99-
Elec de 27 de abrir de'2017, 

""-qu"-"demás 
de ros

formularios aprobados por los, Anexos B, G y D. la
Resolución 9i12, ahora deja abierta r" p"'"¡¡¡r¡á"J'iI
presentar_ otras pruebas, listadas en la norma, para
acreditar las solicitudes de eximencias por fuerza máyor
o caso fortuito:...
TRrcÉsri,ro eurNTo: Lo anterior, demuestra que ra ASEp
es consciente de que su antigua reglamentacién, es decir,la Resolución 9112, sóro exigia ra aportación dé
determinadas pruebas, como fd eran los formularios
aprobados por sus anexos B, c y D, y por esta situación,
decidió someter a consurta pribrica y áprobar un nu""óprocedimiento, que estabreciera otros medios
probatorios.
TRrcÉsrMo s_EXTo: A pesar de que ra norma apricabre
para resolver la calificación de las eximencias preóenhda
por EDECHT para er mes de septiembre de iola, era ra
Resolución !7!2 y que dicha normativa sóro exigía,ra
aportación de los formularios aprobados por sus añexosB, C y D, para acreditar la ocurrencia de hechos
considerados como fuerza mayor y caso fortuito, la ASEp
dictó la Resorución AN lrlo. roógs de 3 de marzo de 2o17,
negando OCHOCTENTOS TRETNTA y SE|S isgeisolicitudes de-eximencias y admitiendo sóro ocHo (ó).
TRrGÉstMo sEpTrMo: La Ásep en su Resotución añ t¡o.
10995 de 03 de mazo de 2017, adujó, de manera general
y sin ningún esfuerzo mínimo de justificación ti"¡on"i,
que los medios probatorios aportadós no eran suficientei
para acreditar el hecho exonerativo, a pesar de que se
aportaron las uNlcAs pruebas exigidas por la Resoiución
3712, es decir, ros formurarios apio-uaooi por"uiAo"iá"
B, C Y-D para cada incidencia.
TREGÉSIMO OCTAVO: EDEGHI presentó en contra de ta
resolución a la que se alude en el hecho anterior, Reculsode Reconsideración que fue resuerto mediante ra
Resolución AN No. 1r095-Elec de 3r de marzo de 2o17,
que decide modificar la Resolución lmpugnad" y, 

"n "utugar, rechazar SETECIENTOS SESENTÁ f ctrucó'Vzsli
admitir SESENTA y uNo (61) soticitudes de eximónciáé
por causales de Fueza mayoi y Gaso Fortu¡to.-
TRIGESIMO NovENo: Gon ra decisión der recurso,de
reconsideración descrito en el hecho décimo, quedó
agotada 11 vía gubernativa y se habilitó su impugnación
ante la ju risdicción contencioso adm in istrativa.

INFORME EXPLICATIVO DE CONDUCTA DE LA ENTIDAD DEMANDADA

Una vez admitida la presente demanda mediante Resolución de 18de agosto de

2017,visible a foja 110 del expediente judicial, se le envía copia de la mismaala

autoridad demanda para que rinda informe expticativo de conducta con relación a la
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actuación adelantada para la expedición de la Resolución objeto de:impugnación,

conforme lo dispone el artículo 33 de la Ley 33 de 1946.

La autoridad demandada rlnde su informe explicativo de conducta visible de foja

112 a la 120 del presente expediente y en lo medutar de su escrito sostuvo to

siguiente:

'u"". ll:ai como hemos señalado en puntos anteriores, et
proeedimiento especial para la calificación de solicitudes
de eximencias de caso fortuito y fuerza mayor, obtiga a la
cmpresa distribuidora a aportar todas las pruebas (i¡ que
sean necesarias para demostrar que tomó todos tos
cuidados necesarios para evitar et evento, (ii) que dicha
prueba demuestre uná retacion causal;;;'"i ír¿l;ttíDque además, esas pruebas cumplan con ciértos
requisitos.
En este sentido el artfculo l¡ls de la Ley l3g de ol de julio
de 2000, es claro al señalar que, !a ápreciación de las
pruebas aportadas al procedimiento administrativo,
según las reglas de la sana crítica, deben exam¡narcé
racionalmenS, con arreglo a las norrnas de la lógica y de
ta experiencia, de acuerdo a un examen en con¡unio y
oicha apreciación requiere además que ra prueba trayá
sido ineorporada válidamente al proceso, diihas pruebás
deben cumplir con los requisitos que exige la Ley....
Por otra parte, es obligación de Ias empresas prestadoras
del seruicio público de transmisión y distiibución rde
energía oléctrica, entregar la documentación que sustente
que utilizaron todas las medidas para minimizar la
ocurreneia de los hechos que constituyen ta fueza mayor
o el caso fortuito, tomando en cuenta que en la industria
eléctrica- existen_riesgos comunes y usuales que pueden
ser previstos, asl como también, demostrar la ieht¡ón de
causa y efecto entre los eventos aducidos como fue¡za
rnayor y caso fortuito y el cumplimiento de la obligación
de prestar un seryicio de suministro de energía eléct'ica
de eonformidad con las normas de calidad áel seryicio
,:écnico y del servicio comercial, tal como se indica en el
artÍculo 3 del Anexo A de la Resotución AN No. 3712-Elec
dc 28 de julio de 20i0, antes señalada....,'

CONEEPTO DE LA PROCURADUR|A DE LA ADMINISTRACIÓN

!-a Froeuraduría de la Administración mediante Msta Fiscal No.1277 de 09 de

noviembre de 2017, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del artículo S

de la Ley 38 de 3f de julio de 2000, te dio contestación a la demanda dentro del
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proceso contenc¡oso administrativo de plena jurisdicción que nos ocupa, en [o

medular de su contestación señaló lo siguiente: i

'".., 
De lo expresado en párrafos anteriores, se infiere que

a través de las pruebas aportadas por la Empresa de
Distribución Eléctrica Ghiriquí, S.1., no ie logró
demostrar la existencia de una relación de causa y eteéto
entre los eventos aducidos como de fueza mayor o caso
fortuito, y el incumplimiento, por parG de É empresa
distribuidora, en cuanto a su obligación de prestar'un
suministro de energía eléctrica de conformidad con las
normas de calidad del servicio técnico y del servicio
comercial, según lo estipula el artÍculo 3 del Anexo A de
la Resolución AN-3712-Elec de 2g de julio de 2010; ya que
la Autoridad reguladora no pudo coiroborar que á¡ctras
pruebas, constituidas en su mayoría por una breve
descripción del acto, tos datos rela-tados por un testigo y
algunas fotos corespondieran a las incidenóiaé
ocurridas. Tampoco quedó evidenciado que las causales
invocadas como sustento de las soticitudes de eximencia
obedecieron a hechos que escapaban del control de esa
concesionaria o que fueron ocasionados por un tercero,
tal como fue alegado por el recurrente.
Lo anteriormente indicado, permite a esta procuraduría
señatar que en el proceso bajo análisis no se han
infringido los artÍculos 1,8, 10y il del procedimiento para
Determinar ta Calificación de Fuerza Mayor o iaso
Fortuito, conüenido en er Anexo A de la Reéolución AN-
3712de28 de julio de 2010; ni los artfculos 34,9g, 146, l5s
y 201 (numeral l), de la Ley 3g de 2000, por lo que las
afirmaciones hechas en este sentido por ta parúe aciora en
su demanda, deben ser desestimadas.
Antes de finalizar, resulta oportuno mencionar :la
situación jurídica que ocupa nuestra atención, ya que ha
sido dilucidada por la Sala Tercera a travéé de tres
pronunciamientos a saber: Sentencia de 14 de julio de
2015, la Sentencia de 30 de noviembre de 20f 5, y más
recientemente por la Sentencia de 30 de agosto ¿é ZO1l,
por medio de las cuales, el Tribunal declaró que tas
resoluciones dictadas por la Autoridad Nacional de losSeryicios Públicos, 'por cuyo conducto, rechizó
solicitudes de eximencia de responsabilidad- por caso
fortuito ylo Íuerza mayor presentadas por las empresas
distribuidoras, no son ilegales. ....',

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN DE LA PARTE DEMANDANTE

La parte demandante, mediante escrito visible de foja 631 a la 65g del expediente

judicial, sustentó sus alegatos de conclusión, y en los mismos reitera ilo

argumentado en su demanda, haciendo especiaf énfasis en que:
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De las 775 solicitudes de eximencias rechazadas pon la ASEP, 77 eximencias

tiener¡ u¡na duración igual o menor a 3 minutos, las cuales por negulacién

están exentas delcálculo, por lo quc no debieron sen reehazadas.

EDECHI para sustentar sus solicitudes de eximencias de fuerza nnayor y easo

fortuito aportaron, digitalrnente, los formularios aprobados por sus anexos B,

e y D de la Resolución 3712, respeeto de cada incideneia, por estas pruebas

las únicas que la ASEP aprobó como rnedios idóneos, para tales fincs en ila

Resolución 9712, por lo que su neehazó vulnera e[ Derecho de Eefensa de

EDECHI por lo siguiente:

La ASEP No admite los medios probatorios que ella misma aprobó para ta[

fin en fa Resolución AN' 3712 de2010. :

No admite los otros medios de prueha aportados por EDECH!, distintos a los

establecidos en la Resolución AN'3712 de 2010, eomo Io son los formularios

de testigo oeular, fotos, etc.

La ASEP no tiene un ariterio definido para !a aceptación o rechazo de las

solicitudes de eximencias por easo fortuito y fueza mayor, que ha hreeho de

manera sistematizada, por lo que su decisién es subjetiva, y elilo es asf

porque ahora, pretende señalar que flas pruebas debierorn ser presentadas

en base a io que estabiece ia Resolución JD-764 que no es ila quc regula e[

trámite de presentación y aprobación de las solicitudes de exinnencias.

La ASEF era y cs consciente de que la Resoluc ión 3712,(la cual aplicó corno

fundamento legal para la Resolución impugnada) solo exigía la aportación de

determinadas pruebas, como [o eran üos formularios aprobados por sus

aRexos B, c y D y prueba de ello, es que, posteriormente decidió sorneter a

consulta pública y aprobar un Ruevo proeedimiento, que estableciera otros

medios probatorios. :

il-a actuacién de Ia ASEP viola la garantía del debido proceso de EDECI-{il,

consagrada en e[ artículo 34 de [a l-ey 3E de 2000, no sólo porque vulnera

su derecho de defensa, sino también, por que Ia Autoridad, eR su afán dc
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negar todas las solieitudes de eximencias, infringe otro de los elementos

esenciales defl Eebido Froeeso, que es [a fulotivación de la Resolución, ya

quc no eurnplié con su obligación de sustentar de maRera individua[ el nnotivo

de nechazo de eada una de tas interrupciones. 
:

e No es posible exigin a EDECHI que aporte pruebas que demuestren fla

adopción de medidas para minimizar la oeurrencia de ficehos que por su

esencia son irresistibles e lmprevisibles, porque impone una obligación

gravosa e irrazonable que deseonoee fa regla jurídica de que.,,nadie puede

ser obligado a !o imposible", violando el artículo tr de Ia Resolucién ZT12 de

28 de julio de 2A1A.

Aunado a Io antes mencionado, detalla y desarrolla eitema de lageximeneias y

hace alusión a la normativa que a su entender negula este tipo de procedirnientos

(Resolución 3vn2\, porque considera que esta es la norma espeeial que regula üa

materia y quc es posterior a la Resolución JD-764;por rlltimo enfatiza en los medios

probatorios que a su entender, son exigidos por la propia ASEP para acreditar [a

oeurreneia de eventos por caso fortr,¡ito y fuerza mayor.

ALEGATOS DE CONELUSÉT.¡ OE tA PROCURADURíA DE L.A
ADMI}¡ISTRAEIÓN

:

La Frocuraduría de la Administraeién mediante Vista Fiscal [rlo. g26 de CIB de

agosto de 2018, de conformidad con lo dispuesto en elartleulo 6X de [a Ley 13b de

1943, modifieado por el artlculo 39 de la Ley 33 de 7946, presenté sus alegatos de

conclusién dentro de este proecso y reiteró lo planteado en !a contestación de la

demanda, en cuanto que no le asiste la razón a[ neeurrente y reitera Ia solieitud de

que este Tribunafl se sirva declarar la legalidad defl acto demandado. (Ver de foja

660 a la 675 del expediente judiciat)
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EONSIDERAErcNES Y DECISIÓN DE LA SALA
:

Gompeteneia

Esta Sala de [a eorte Suprema de Justieia es competente para conocer de la

aecién eontencioso Administrativa de Plena Jurisdicción, cn la eual se tiene eomo

apoderados judiciales a Ia Firma Forense Galindo Arias & López,.actuando en

nombre y representación de la Empresa de Distribucién Eléctrica ehiriqutf, S;A., en

este proeeso, eon fundamento en lo que dispone ei articulo 206 de la Constitucién

Folítica, en eoneordaneia eon el artfeulo g7 numeral I del eódigo .,ludiciaü y e[

artículo 428 de la Ley 135 de 1943, conforme fue reformado por Ia Ley 33 de 1g46.

!-egitimacién Activa y Fasiva

En el presente caso, eil demandante comparece en defensa de flos dereehos c

íntereses que estima Ie son vulnerados, argumentando que se han.infringido los

siguientes artículos:

o l-os artículos 1,8, 10 y 1f del Frocedimiento para Eetcrminar [a

Califieaeién de Fuerza Mayor o easo Fortuito, contenido en elAnexo A de

0a Resolución AN-3712 de 28 de julio de 2010, modificada por [a

Resolucién AN*4196-Elec de 25 de enero de 201n, vigentes a[ momento

de los heehos, flos que en su orden hacen referencia alalcance y concepto

de dichos supuestos eomo eximentes de responsabilidad de las ernpresas

portadoras del servicio público de transmisión y distribueién de energía

eléetriea; a [a notificación que flas empresas de transmisión y/o de

distribucién deben haeer a la Autoridad Reguladora, de las interrupciones

que por caso fortuito o fuerza rnayor, ocasionen Ia falta de presentaeión

del seruicio de suministro de energía eléctrlca; a! plazo cori que cuentan

las empresas de transmisién y/o distribución para presentar ante ila

Autoridad, uinicamente aquellas solicitudes de eximeneia que fueron

notificadas en los términos previstos en el art"tculo noveno deil

proeedimiento para determinar Ia aalificación de fuerza r"yon o caso
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fortuito; y a [a forrna como deberán ser presentadas |as declaraciones

juradas del personal que üabora en las empresas de transmisión y/o

distribucién, en el evento que [as mismas sean aportadas como prueba.

(Ver de foja 6 a [a 1tr del expeciiente judicial)

c Gonsidera la aetora que también se infringen tos artículos 34, gg, 146, trs5

y 201 (numeral l), de la Ley 3E de Bx de julio de 2000, üos cuales, en sLr

orden, guardan relación con los principios que informan al proeedimiento

administrativo; el proeedimiento sumario de gestión rnediante formularios

impresos; la advertencia de ilegalidad; el deber de los funcionarios

públicos de rnotivar adecuadamente y razonablemente sus deeisiones; los

actos que deben ser mstivados; y a[ acto administrativo (ven de foja ,l x a

la 19 del expediente judicial)

Por su parte, [a Autoridad Naeional de tros Servicios Priblicos (ASEP), es la

entidad a la que se 0e atribuye ta [nfracción de los artículos antes nneneionados y

está legitimada eomo parte pasiva en el presente proceso conteneioso

administrativo de Plena Jurisdiceién, siendo representada por la Frocuraduría de [a

Administraeión, en virtud de Io dispuesto por la t-ey 3g de 2000. :

PROBI.EÍriA JURíDICO:

For las consideraciones anteriores, podemos deducir que, la parte actora

demanda la nulidad de la Rcsolución Afrl No. 10995-ELEC de 03 de marzo deil},l|,

emitida por el Administrador General de la Autoridad [\aciona! de Ios Servicios

lPúblicos, su acto confirmatorio, contenido en la Resolucién AN No. X'[ogS-EIec de

31 de marzo de201T.

De lo argumentado por la parte aetora, los cargos de ilegalidad se:fundamentan

esencialmente en que la Autoridad Nacional de flos Seruieios Fúblieos ineurre e¡.1 üa

infraeción de flos artículos tr, 8, 10 y X I de la Resolución AN No. 3712-EIce de 2g de

julio de 2010, modificada por [a Resolueión AN No.4196-Elec de 25 de enero de
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2011, al momento que realiza el exarnen de |os medios de prueba que aporta la

empresa EDECHI en eltrámite de solicitudes de eximencias por las interrupciones

del servicio eléctrico ocurridas en el mes de septiembre de 2016, por lo que

considera que la entidad demandada no le concede elvator probatorio que prevé el

ordenamiento jurfdico.

Asimismo señala la parte actora que la ASEP, infringió los artículos 34, 38, 146,

155, y 201 numeral 1, de la Ley 38 de 31 de jurio de 2000, al no motivar

adecuadamente la decisión impugnada y su acto modificatorio. :

CUESTÓN PREVIA

Para abordar elestudio del problema, anatizaremos brevemente el contenido de

fa Resolución No. 3712 de28 de julio de 2}l},modificada por la Resoiuc¡ón AN No.

4196-Elec de 25 de enero de2o11, dictadas por la ASEp, por la cual se deroga la

Resolución No. JD-3110 de 19 de diciembre de 2001, y sG aprueba el nuevo

procedimiento para determinar ta calificación de luerza mayor o caso.fortuito como

eximentes de responsabilidad para tas empresas prestadoras del servicio público

de transmisión y distribución de energía eléctrica.

En materia de suministro de energfa eléctrica, elartícuto 12delTe4to único de la

Ley 6 de 1997, establece los deberes y obligaciones de tas empresas prestarlas del

servicio de electricidad, que procura que tales compañías garanticen el servicio que

brindan y se efectúe de manera continua y eficiente; no obstante, la autoridad

contempló un procedimiento aplicable a dichas compañías que le permite justificar

si la interrupción suscitada en cuanto a la prestación del servicio de electricidad,

para la Autoridad reguladora determine calificar esos eventos por fueza mayor o

caso fortuito, como eximentes de responsabilidad, para cualquier tipo de

intenupción que aconteciera en la prestación del servicio priblico de electricidad.

Las empresas de distribución y transmisión presentarán las solicitudes de

eximencias por causa mayor o caso fortuito ante la Autoridad Nacional de los
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Servicios Públicos (ASEP), a través de su página web o el sistema informático

vigente de la Base de Metodología, y en el caso de ser imposible transmitir la

información por inconveniente a través de la heramienta tecnológica que brinda la

Autoridad, deberán hacer la notificación mediante nota, que indique el número de

interrupción que no pudo ser reportada en eltérmino establecido en lá Ley.

Con dichas solicitudes deberán aportar pruebas que demuestren que el evento

descrito fue de naturaleza imprevisible, irresistible, extraordinaria y además externa

a la empresa y a la propia,red, para que cada caso sea anatizado y pbnderado por

la entidad reguladora y éste a su vez determine, si los mismos constituyen o no

eventos eximentes de responsabilidad.

De igual manera, las empresas prestadoras delservicio público de transrnisión y

distribución de energía, deberán entregar la documentación o pruebas que sean

conducentes para enmarcar, bajo el concepto de fuerza mayo o caso fortuito, los

eventos registrados. También podrán sustentar que utitizaron todas las medidas

para minimizar la ocurencia de los hechos que constituyen la fueua mayor o el

caso fortuito, tomando en cuenta que en la industria etéctrica existen riesgos

comunes y usuales que pueden ser previstos.

Además, deberán demostrar la relación causa y efecto entre los eventos aducidos

como fueza mayor o caso fortuito y el cumplimiento de la obligación de prestar un

servicio de suministro de energía eléctrica, de conformidad con las normas de

calidad de servicio técnico y delservicio comercial.

una vez recibida la documentación, la Autoridad Nacional de

Públicos determinará mediante Resolución, si procede la aceptación

de las causales de fueza mayor o caso fortuito invocadas.

Ios Servicios

o el rechazo
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Teniendo en consideración lo antes éxpuesto, y analizando los cargos de

ilegalidad que alega el recurrente, la disconformidad se centra en dos aspectos:

1. !-a autoridad nacional de los servicios públicos no le concede el valor

probatorio que la norma le otorga a las pruebas aportadas por EDECHI, que

acreditan la existencia de los hechos enmarcados como fuerza mayor o caso

fortuito, y estima que dicha actuación administrativa infringe los argculos 1, g, 10 y

11, de la Resolución AN No. 3712-Elec de 28 de julio de 2011, modificada por la

Resolución AN No. 4196-Elec de 2b de enero de2011.

2. La insuficiente motivación del acto adrninistrativo impugnado y su acto

modificatorio, infringe tos artlculos 34, 38, 146, 155, numeral 1 del artículo 201 de la

Ley 38 de 31 de julio de 2000.

Detallados los aspectos centrales en los cuales recae la disconformidad del

accionante, resulta prudente detallar el contenido y atcance de los artículos 1, g, 10

y 11 de la Resolución AN No. 3712-Elec de 28 de julio de 2011, modificada por la

Resolución AN No. 4196-ELEC de 25de enero de 2011, los cuales en lo medular

señalan lo siguiente: el concepto y alcance de los términos Fueza Mayor y Caso

Fortuito, la forma de comunicación a la Autoridad de las interrupciones a la

prestación delservicio de energía eléctrica (a través de su página web o elsistema

informático vigente de la Base Metodológica), que las solicitudes deben ser

presentadas con todas las pruebas que sean conducentes para erimarcar en el

concepto de fueza de mayor o caso fortuito en relación las interrupciones habidas

en el mes calendario (Anexo c), y por último, si se presentan como prueba

declaraciones juradas del personal, deberán ser presentadas conforme elformulario

electrónico contenido en elAnexo C.

Las normas en referencia, tienen porfinalidad describir cómo deben las empresas

de transmisión y/o de distribución, presentar o remitir las solicitudes de eximencias
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cor¡ las pruebas que acrediten su exclusión de responsabilidad por ¡as

interrupeiones a la prestación del servicio público de electricidad, a fin de que,

posteriormente las mismas sean valoradas por la Administración y deeidan si los

eventos acaecicios se enmarcan en la calificación de caso fortuito o fuerza mayor.

Explicado [o anterior, para tener un panorama más amplio de los canceptos de

caso y fortuito y fuerza mayor, nos permitimos citar un extracto de lo establecido en

[a senteneia de fecha 30 de noviembre de 2015, bajo la ponencia del fulagistrado

Luis Ramón Fábrega S., que explica brevemente como están definidos estos

términos en el eódigo civily ra Ley que regula esta materia, veamos:

n'n.. En tales circunstancias, corresponde a este Tribunal
deslindar la controvers¡a y para ello cons¡deramos necesdrio
dejar claro Io que debe eñtenderse como eventos de fu erza
mayor o caso fortuito por lo que recurrimos a la definición
que de tales sucesos nos señala et Código Civil en su artículo
34-D:
"ART. 34-D. Es fuerza mayor la situación producida por
hreehos del hombre, a los cuales no haya sido posibte resisttr,
tales como los actos de autoridad ejeicidos pbr funcionar¡os
pÚblicos, el apresamiento por parte de enemigos, y otros
semejantes.
Es caso fortuito el que proviene de acontec¡mientos de la
naturaleza que no hayan podido ser prev¡stos, como utT
naufragio: un terremoto, una conflagrac¡ón y otros de igual o
parecida índole." (el énfasis es nuestro)
For otro lado, transcribimos el artículo 1 del anexo A de la
resofuciÓn No .9712 de 28 de julio de 2010, modificada por [a
Resolución AN No . 41 96-EIác de 25 de enero de ZO11
dictadas por la ASEP el cuaf introduce en la ley especiail
aplieable, los conceptos del código civil:
Articulo 1: En el concepto y alcanóe de lo que, para tos efectos
del presente procedimient'o, debe entenderse como:
Fuerza Mayor: La situación producida por hechos del hombrc,
a los cuales no haya sido pos¡ble resisiir. Se cons¡derará caso
de fué rza mayor, entre otios, los siguientes eventos: guerrás,
revoluciones, insurrecciones, disturbios civiles, blóqueos,
gmbargos huelgas, actos de autoridad ejercidos por
funeionar¡os pÚblicos, restricciones o limitaciones de
materiales o serv¡cios necesarios para la prestación del los
servicios objeto de una concesión, así como cierres y
cualesqu¡era otras causas, que sean o no del tipo antes
señalado y que ocurran dentro del área donde opera . un
beneficiario de una concesión o licencia, siempre y cuanilo,
ocas¡onen de manera directa y principal que éste no pueda
cumplir oportunamente con las obligaciones contenidas en su
concesión o licencia.
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Gaso Fortuito; E[ que proviene de acontecimientos de'[a
naturaleza qu9 no hayan podido ser previstos. se considerará
como caso fortuits, entre otros los siguientes eventos:
epidemias, terremotos, deslizamientoJ de tierra o
desplazamientos de otros materiales, tormeRtas,
[nundaciones, o eualquier otro evento o acto, ya sea o no def
tipo antes señalado, siempre y cuando ocasióne de manera
directa y principal que éste no pueda cumplir oportunamente
con las obligaciones aontenidas en su aoncesión o
üiceneia."."." (el resaltado es nuestro)

Considerando este mareo jurldico y jurisprudencial, al analiza¡' esta Sala él

concepto de infraccién que alega la parte actora, su disconfonnidad recae en qr¡e a

su entender, este eumplió con los parámetros de presentación de las solieitudes de

eximencias, conforme lo dietamina el procedirniento previsto en la !-ey que regula Ia

nnateria, que se ajusta a las norrnas antes mencionadas, y cR eontravcnoién a esto,

[a Autoridad Naeionalde los Servicios Fúblicos no ile concedió elvalor probatorio a

üas pruebas aportadas por esta, lo que conllevo la decisión que es opjeto de

impugnaoión.

En este punto, es prudente indiear que, la aetividad de valorar la prqeba qúe hace

la Administraeión, se debe ceñir a los preceptuado en el artfeulo 2 de la Rcsolueiém

AN No.3712-Elee de 2010, eloualdispone: u,para Ia evaluación y aceptacién, pon

parte de la Autoridad [rlaeiona[ de lss seruieios Fúblicos (AsEp), de fias

solieitudes de eximencias por causa de fucua mayor @ Gaso: fortuíto, flas

emprcsas de distribueién y transmisión deben demostrar que el evento fue de

naturaieza imprevisible, irresistiblc, extraordinaria y además externa a ¡a

empresa y a la propia red.,'

:

Asimismo, la empresa de transmisién y/o distribucién deberá acompañar las

solicitudes de eximencias aon todas [as pruebas que sean condueentes para

enmaear, bajo el concepto de fue¡za nnayor o caso fortuito, los eventos registrados.

(Ver fo que señala el Artíeuls 14 de la Resolueión Alr{ No. 3712-Ebc de 28 de junio

de 2010, y su modificación).
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Dicho esto, la carga de prueba de los heehos que determincn la presencia de una

causa de exclusién de responsabilidad, de disculpa o de exclusión de lb eulpabllidad

en [a interrupcién de la prestación del seruicio público de electricidad, recae en la

empresa de tnansmisión y/o distribución y no en la Autoridad Nacionafl de los

Servicios Públieos.

Siendo asf las cosas, los Magistrados que integran la Sala, al revisan Ia norma

regulatoria que gurda relación altrámite en examen, advierte que a[ nnomento que

la entidad se le presentan las solieitudes de las eximencias para su calificacién corno

Caso Fortuito y Fuerza Mayor, se [e exige a la empresa prestadora del servieio

técnico tres puntos importantés a saber: l" que ésta debe entregar, además las

pruebas que acrediten el hecho aeaecido; 2. deberá aportan [a doeumentaeié¡r

que suetente que utilizaron todas las medidas para minimizar la ocurrencia de

los hechos que congtituyan Ia fueua mayor o caso fortuito; 3" así como

demostrar [a netacién de causa y efecto entre los evcntos adueidss y eü

eumplimiento de ta obligación de prestar un servicio de suministro de energía

eléctrica de conformidad eoR lae Rormas de calidad del scruicio técnico y del
:

servieio eomercial.

Esto es así, pues en la parte motiva dei acto impugnado, esta Sala advierte que

ila Autoridad hlacional de los Servicios Friblicos consideró flas pruehas quc la parte

aportó a[ proeeso de oalifieación, con !a finalidad de que fuesen analizadas y

ponderadas, para determinar si las nnismas podían acreditar el hecho establecido

en cada solicitud de eximencias, no obstante, ila entidad demandada, después de

haber realizado la aetividad valorativa, consideré que las pruebas aportadas no erarn

suficientes para demostrar que las ineidencias fueron lmprevisibfles, lrresistibtes,

extraorciinar¡as y aciemás externos a la empresa y a ia propia recn.

Debemos advertir que, la Administración determinó que Ia empresa debía aportan

flas pruebas eondueentes para demostrar sus alegaciones. En rblación a [a
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conducencia de la prueba, el jurista Jorge Fábrega, en su obra la Teoría de la

Prueba, señala que esto significa que la prueba se contrae alobjeto del proceso, es

decir, altema probandum, esto es que sea "pertinente". se rechaza la prueba que

carece de toda conexión con los hechos afirmados por las partes." (FABREGA,

Jorge. Teoría General de la Prueba. Ediciones JurÍdicas Gustavo lbañez .2da.

Edición. Página 234)

Por lo expuesto hasta el momento, debemos verificar si sé le dio una

adecuada valoración a las pruebas presentadas por la parte actora en et

proceso en estudio; igualmente, analizaremos si se dio por parte de ta

autoridad demandada la actividad vatorativa y si se cumplió a cabalidad con

el tema probatorio que debla desahoganse en la instancia aiministrativa

correspondiente, para arribar a la decisión impugnada por la parte actora, a lo

que procedemos,

Primeramente debemos tener en cuenta que la labor del Tribunal'"" 
"¡"r"", 

un

control judicial de la legalidad sobre la actuación de la Administración, pues el

ejercicio valorativo, le corresponde a la Administración quien es el organismo

técnico, especializado para determinar en primera instancia, como lo hizo, la forma

en que se debe acreditar el caso fortuito y fuerza mayor, para que se le de paso a

la eximencia de responsabilidad; esto en ponderación con las obligaciones que la

empresa adquirió con las concesiones del servicio priblico, de garantizar que la

prestación del mismo se realice de forma continua, eficiente y de calidad, como se

advierte a la empresa en el punto 7.13, del acto impugnado, visible a foja 25 del

expediente judicial, veamos:

"7.13. Se debe resaltar que es obligación de la Empresa
de Distribución Eléctrica Chiriquí, S.A. (EDECHI) adoptar
las medidas necesar¡as para mantener los niúeles .de
conf¡ab¡lidad y calidad del seru¡cio de energía que
corresponde a su concesión, GOmo programas
permanentes de poda en sectores de la línea, limpieza
cuando la contaminación lo amer¡te, etc."
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Podemos afirmar entonees que, en este tipo de procedimiento, [e incumbe a üa

parte acreditar los hechos que afirma existieron, para sustentar que estos pueden

ser enmarcados como fuerza rnayor o caso fortuito, y tal eomo se obsenra las

pruebas aportadas, no fueron eonsideradas por la autoridad como suficientes para

acreditar las interrupciones que sc dieron en el mes de septiembre de 2016, por [o

que no se enmarcaban en dichas eximencias.

Por consiguiente, al ser evidente que la actividad valorativa y. el desahogo

probatorio, por parte de la Autoridad Nacionalde los Servicios Públicos, fue ejercida

en relación a las pruebas aportadas por la empresa EDEeHl, este Tribr¡nal debe

concluirque los cargos de infracción en relación a los artículos X, E, 10 y'f I de [a

Resofución AN No. 4196-Elec de 28 de julio de 2lll,modificada por la Resolución

AN No.4196-Elec de 25 de enero de 2011, deben ser deseartados por tos

Magistrados que integran el Fleno de [a sala Tercera, pues en efeeto, no se

vislumbra infracción alguna, con la emisión del acto demandado"

En cuanto a la infracción'de los artículos 34,3E, 146, lss,201 numeral l, de la

Ley 38 de 31 de julio de 2000, la parte aetora a[ desarrollar el concepto de infracción

de las artículos mencionados, enfoea su disconformidad a que la ASEF al negan las

solicitudes de eximencias que justifican los episodios de interrupcióñ, no cumrplió

con la motivación y explieaeión mlnima, nacional, proporcional, congruente y objetiva

de los elementos probatorios y jurídicos del cáso conereto" lfampoeo hizo una

relación de los hechos y el derecho que da fundamento a su decisión, es decir, no

se evidencia una motivación suficiente, to que a su consideración causa la ilegalidad

de la resolución. (Ver de foia l1 a la 19 del expediente judicial)

Del planteamiento de la parte actora, en cuanto a la infracción de los artículos

que se detallan en el párrafo anterior, es imprescindible para los Magistrados que

conforman la Sala Tercera, dar una explicación profunda de lo que consideramos
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deben ¡ealizar las autoridades o entidades públicas al rnomento de ¡.notivar sus

actuaciones, por ende empezaremos proporcionado una definieién'de[ eoneepto

Motivar, citando lo que nos expone eljurista Garcia de Enterrla cuando lndica que:

"motivar un acto administrativo es rceonducin la deeisién que en el misnno sc

contiene una regla de clerecho que autoriza tai decisién o de cuy.a aplicacién

surge. Por ello, motivar un aeto obliga a fijar, en primer término, los hechos

de cuya consideracién se parte y a incluin tales heehos eR el supuesto de una

norna jurídica; y en su lugar, a razonar como tal norma jurídica impone la

resolución que se adopta en la parte dispositiva del acto."

De lo expuesto se advierte que el contenido de la motivación se refiere

principalmente a los fundamentos de hecho y de derecho que justifican la emisión

del acto administrativo, no resultando admisible el simple señalamiento de las

normas legales aplicables, sino que debe ser lo suficientemente explicita y con un

análisis de la situación que permitan que el acto se entendible y justificado de

acuerdo al caudal probatorio aportado y la normas que regulan la materia; por lo

que habrá de ser lo suficientemente claro; y que incluso justifique et contenido u

objeto de la decisión.

Sin embargo, la exigencia de una motivación "suficiente" como la que alega el

actor, dependerá a las características del caso concreto, es decir, según los

diversos tipos de actos o las circunstancias especiales en que se dictá.

La suficiencia de la motivación en referencia, en nada tiene que ver con su

extensión; pues una motivación breve pero que contenga un discurso justificativo

adecuado respecto la emisión del acto debe también ser consideratda suficiente.

Como lo señala Jaime Rodríguez-Arana: "La motivación, pues, no se acredita

con la prolija y larga explicación necesariamente, sino con los argumentos

apropiados al caso concreto, que en muchos casos podrán realizarce en
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breves líneas. Será la naturaleza de cada acto ta que determine la extensión

de la motivación."

Así lo establecido la Sala en casos similares al que nos ocupa,'en donde ha

expresado, que la motivación del acto no debe ser extensa para determinar o

resolver una situación jurldica, sino que debe basarse en las pruebas que aporta la

parte actora y dar respuestas específicas a cada uno de los planteamientos

esbozados en la demanda, más no debe suplir las deficiencias de la parte

demandante, en cuanto a sus alegaciones y el material probatorio aportado, veamos

lo que se estableció 
.en 

la sentencia fechada 05 de septiembre de 2017, bajo Ia

ponencia del Magistrado Cecilio Cedalise Riquelme, en cuanto a la motivación del

acto:

'n... Es evidente que la motivación del acto administrativo
en los casos bajo obieto de estudio se proyectará
fundamentalmente en base a la prueba idónea que
presenten o aporten las empresas prestatarias del
seru¡cio público. Así las cosasn ?l ser escasos los medios
probatorios, es lógico que la Autoridad Nacional de ios
Servicios Públicos no va a ser el Ente llamado a correg¡r
o enmendar las fallas, ausenc¡as o deficiencias en la que
incurrió la parte actora, toda vez que no es su labor
investigar, n¡ recaudar las pruebas de oficio
correspondientes; sino que es deber de quien alega un
hecho, suceso o acontecimiento corroborar el mismo ante
la autoridad competente.,.,"

Por las consideraciones jurisprudenciales y doctrinales expuestas, esta Sala

Procede a analizar los actos administrativos objeto de impugnación, determinando

que la Autoridad Nacional de los Servicios Públicos al proferir los mismos, motivo

de forma idónea o eficaz, es decir, suficiente, pues se puede apreciar las razones o

los motivos que determinaron el rechazo de las solicitudes de eximencias

presentadas por la Empresa de Distribución Eléctrica Chiriquí, S.A. (EDECHI, S.A.)

Se arriba a dicha conclusión, pues de la lectura de la Resolución AN No. 10995-

Elec de 03 de marzo de 2O17, el Administrador General de la Autoridad Nacional de

los Servicios Públicos, en los puntos 7 y 7.1se expone el fundamento en derecho
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para proceder a la evaluaeión de las pruebas de las E44 solicitudes de eximencias

presentadas.

Asímismoenlospuntos 7.2,V.Z,T.4,T.S,7.6,T.7,T.g,T.g,y7.10,seestableeen

las razones que motivaron a Ia entidad e[ nechazo de las incidencias'presentadas,

lo cual podemos corroborar a foja 25 del expediente judicial.

Para finalmente concluin en los puntos 7.11., que "el caudai probatorio

aportado por la empreaa no demostró plenamente que las incidencias que se

rechazan por esta Autoridad reguladora, fueron imprevisibles, irresistibles,

extraordinarias y además externas a la empresa y a la propia red,' y 7.12.,,,que

la empresa no evidenció la relación de causa y efecto entre tas incidencias

que se rechazan y el cumplimiento de la obligación de distribuir energÍa

eléctrica, de conformidad con las normas de calidad del servicio técnico y del

servicio comercial."

En ef anexo A de la Resolución AN No. 10995-Elec de 03 de marzo de 2A17,

emitida por el Administrador General de la Autoridad Nacional de los Servicios

Priblicos, visible a fojas 27 a91, la entidad demandada, de manera individualizada,

expone el motivo del rechazo de cada solicitud de interrupción que fuese presentada

por EDECHI, correspondiente a tos entorpecimientos del servlcip público de

efectricidad que se suscitaron en el mes de septiembre de 2016.

Atendiendo a todo lo antes señalado, este Tribunal estima que la motivación

realizada por la Administración, la cual consistió en una explicación precisa y clara

de los motivos que lo condujeron rechazar solicitudes de eximencias presentadas

por EDECHI, le permiten al administrado comprender el razonamiento de la entidad

demandada, para la emisión del acto administrativo que es objeto de examen; por

ende, es evidente que la autoridad demandadarealizó un ejercicio valorativo de las

pruebas aportadas en cada uha de las solicitudes, en consecuencia, se desestiman
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fos cargos de ilegalidad invocados en relación a los artículos 34, 3g, 146, 1SS, ZO1

numeral 1 de la Ley 38 de,31 de julio de 2000.

Por último, la disconformidad que manifiesta la parte actora, con relación a la

presunta violación delartículo 13 delCódigo Civil, se orienta alprincipio de los actos

propios y sostuvo en sus alegatos de conclusión lo siguiente: ,,..., ta'conducta de

la ASEP es contraria a sus propios actos, pues, por un lado, dicta una norma

excluyendo las interrupciones menores o iguales a tres minutos, pero por

otro, le exige a EDEGHI, en el presente caso, que debfa aportar pruebas

necesarias para dichas interrupciones. Es decir, que EDECHI esiá obtigada a

registrar las interrupciones menores o iguales a 3 minutos, pero no está

obligada a aportar pruebas. ..." (ver foja 649 del expediente judicial)

Sobre este principio la reiterada jurisprudencia de la Sala, ha advertido que la

teoría de los actos propios, viene referida a actuaciones de la administración que se

encuentren en firme, es decir, que estén ejecutoriadas; un acto administrativo que

adopta una decisión, de conformidad con el procedimiento administrativo, es

susceptible de impugnación, lo que implica que no adquiere la condición de

ejecutoría o de acto en firme, hasta que no culmine la vía gubernativa.

La referencia de los actos propios que hace la parte actora, como cargo de

violación, va en la dirección de que es la propia autoridad la que establece cuáles

son los medios de prueba que deben ser utitizados, por lo que considera que la

ASEP rechazó por falta de pruebas incidencias menores o iguales a 3 minutos,

cuando la normativa vigente señala claramente que sólo se toman en cuenta las

mayores a 3 minutos, y a juicio de la actora, va en contra de sus propios actos al

considerar que las pruebas aportadas, a través de los medios preestablecidos, no

acreditan el caso fortuito o fuerza mayor en las sotitudes de eximencias.

Establecer el medio de prueba, luego de analizar tas pruebas aportadas por la

empresa, de ninguna forma puede encajar sobre el análisis de la teoría de los actos
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prop¡os pues, al ejercer la facultad de regulación lo que hace la autoridad es señalar

cuáles son los medios de prueba que deben utilizarse para acreditar que la

interrupción del servicio público se enmarca en un caso fortuito o fuerza mayor; en

cambio, presentada la solicitud para que ello sea declarado, y así obtener la

eximencia de responsabilidad, lo que haec la Autoridad es un ejercicio valoratlvo de

las pruebas aportiadas por la empresa prestadora del servieio públieo, en eada

solicitud.

Siendo así las cosas, esta Corporación de Justicia, estima que este cargo de

violación no está llamaoo a prosperar, porque elente reguiacion aetuó eonforme a lo

dispuesto en la normativa aplicable al caso que es [a Resolucién AN No. 3712-Elec

DE 28 DE JULIO DE 2010, modificada por [a Resolución AN No" 4196-EIee de 25

de enero de 2011, que determina fios medios de pruebas que debe utilizar la

empresa prestadora del servicio público para sustentar cada una de las solicitudes

que se presenten ante el ente regulador, pues es Ia autoridad eompetente para

hacer el ejercicio de valorar aacia una cie las pruebas aportadas, de conformidad

con los medios de prueba aprobados.

En conclusión, esta Corporación de Justicia no tiene otra opción qüe pnoceder a

desestimar los argumentos planteados por Ia Empresa de Distribución Eléctrica

Chiriquí, S.A., a través de sus apoderados judiciales y debe declarar la legalidad de

la Resofución AN No. 10995-Elec de 03 de mazo de2017, y su acto nnodificatorio,

pues del análisis del nnaterial probatorio y de! estudio de [a demanbada que fue

analizada en su totatidad, no se obseruan vicios que le den fiuees a la Sala de [a

infracción de los artículos'!,8, 10 y'tl del Frocedimiento para Eeterminar [a

Calificación de Fuerza fulayor o Gaso Fortuito, contenldo en el Anexo A de [a

Resolución AN.3712 de 28 de julio de 2010, modificada por la Resolueién AN4196-

Elec de 25 de enero de 201 1, vigentes al rnornento de los hechos; nri de los articulos

34, 38, 146, 155, 201 numeral 'N de la Ley 38 de 3tr de jullo de 2000, por Io que soro

nos resta declarar la legalidad delacto, a [o que nos avocarnos.
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PARTE RESOLUTIVA

En mérito de Io anter¡ormente expuesto, la SAIA TERCERA DE LO

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y LABORAL, administrando justicia en nombre

de la República y por autoridad de la Ley, DEGLARA QUE NO ES ILEGAL la

Resolución No. AN No. 10995-Elecde 03 de marzode2917, ni su acto modificatorio,

expedidos por la Autoridad Nacional de los Servicios Priblicos, dentro del Proceso

Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción interpuesto por la firma GALINDO,

ARIAS & LÓPEZ actuando en nombre y representación de la EMPRESA DE

DISTRIBUCIÓN ELECTRICA CHIRIQUI, S.A.

NOTIFíQUESE,

D'i- ) *
4 -\V'
LUIS neuÓru FÁBREGAS. U

MAGISTRADO

ABELAUGU
MAGI

IA ROSAS

trü¡4

sala l[[ de la corte suprepna de.justicia
NorrFlQuEsE HoYmvu &fue 2a ¿ffi
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